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  Legislatura de la Ciudad

         de Buenos Aires                                                                       

"2016   Año del Bicentenario de la Declaración de Independencia de la República Argentina"

PROYECTO DE LEY

Artículo 1°.- Modifíquese el artículo 13 de la Ley P- N° 7 (conforme Texto Consolidado por Ley N° 5454 que aprobó el Digesto Jurídico), el cual queda redactado con el siguiente texto:

“Los magistrados y funcionarios son retribuidos por una remuneración básica fijada por el Consejo de la Magistratura, percibiendo mensualmente los siguientes adicionales:

a. veinticinco (25) por ciento en concepto por bloqueo de título de Abogado o afín; 

b. dos (2) por ciento por año de antigüedad en el Poder Judicial o en la Administración Pública Nacional, Provincial o Municipal o en el título, lo que resulte mayor; y

c. diez (10) por ciento cada tres años cumplidos en la misma categoría o cargo. En ningún caso este adicional puede superar el 30 por ciento del sueldo básico que corresponde a la categoría o cargo.

Las remuneraciones se liquidarán de manera uniforme dentro de la jurisdicción de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, manteniendo el derecho de igual remuneración a igual tarea.”

Artículo 2°.- Modifíquese el artículo 28 de la Ley N° 54 (conforme Texto Consolidado por Ley N° 5454 que aprobó el Digesto Jurídico), el cual queda redactado con el siguiente texto:

"Artículo 28.- RESOLUCIÓN. NOTIFICACIÓN
El Jurado debe emitir su veredicto en un plazo de cuarenta y ocho (48) horas corridas, luego de finalizado el debate, mediante lectura del mismo.

El pronunciamiento puede ser de rechazo a la acusación, o de destitución del acusado/a.

Si corresponde proceder a la destitución del acusado/a se requiere el voto de seis (6) de los/as miembros del Jurado como mínimo.

Finalizada la votación y dentro del plazo de cinco (5) días, se notifica al acusado/a por escrito de los fundamentos de la decisión adoptada."
Artículo 3°.- Comuníquese, publíquese, etc.

FUNDAMENTOS

Señor Presidente:

El ejercicio de la función de magistrado/a constituye uno de los pilares de la democracia puesto que su rol consiste en la protección de los derechos y garantías consagrados en nuestra Constitución y demás leyes que regulan tanto la vida ciudadana como de las instituciones. De ahí que para alcanzar y sostener dicho cargo se exige el cumplimiento de requisitos y condiciones de alto rigor que garanticen su idoneidad técnica y moral.

En nuestro orden local, estos ámbitos se encuentran legalmente regulados por la Ley P - N° 7 Orgánica del Poder Judicial
 y por la Ley P - N° 54
 del Consejo de la Magistratura, entre otras.
En esta ocasión nos ocupa la particular situación de los Magistrados que en el proceso de transferencias, pasarán a desempeñarse en jurisdicción de esta Ciudad Autónoma, respecto de quienes se deben preservar las garantías que con que la ley los ampara, de modo que no se vean afectadas en modo alguno resultado del traspaso en cuestión. Pues mal sería el caso en que se vieran conculcados legítimos derechos adquiridos.
Asi también es menester, asegurar que la composición salarial de todos los magistrados del Poder Judicial de la Ciudad de Bs.As,    asegurare los principios protectorios de la Constitución Nacional y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires garantizando igual remuneración por igual tarea. 

Asimismo y en otro orden de idea, no puede dejar de soslayarse que la Asociación de Magistrados y Funcionarios de la Justicia Nacional se ha expresado y fijado posición mediante el Comunicado Nº 45/2016 del 7 de junio de 2016 "Sobre el proyecto de traspaso de la Justicia Nacional". En el mismo plantean objeciones de orden constitucional a un eventual traspaso, entre otros, en los siguientes términos:

“... actualmente el Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires registra un régimen de derechos y garantías funcionales de precaria factura en comparación con el que asiste a los magistrados y funcionarios del Poder Judicial de la Nación. A modo de ejemplo, alcanza con señalar que por cargos de igual jerarquía la remuneración de los magistrados, funcionarios y empleados del Poder Judicial de la C.A.B.A. se encuentra desfasada en menos de la que resulta propia de la jurisdicción nacional; que la actualización de la movilidad de los haberes de pasividad de magistrados y funcionarios retirados de la ciudad pende de una decisión ministerial mientras que en orden nacional su rango es legal; que recientemente se ha modificado la ley local que rige la apertura del procedimiento de remoción de los jueces de la C.A.B.A. morigerando los requisitos necesarios para postular una acusación -antes se requería el voto concurrente de, al menos, un representante de cada uno de los estamentos que integran el Consejo de la Magistratura de la C.A.B.A. y ello fue derogado-, etc.”

En tal sentido, se destacan dos aspectos básicos a resguardar: 1) las condiciones de su inamovilidad (respecto de los sistemas de remoción) y 2) su nivel salarial.

1)

Conforme artículo 11 de la Ley P- N° 7  “Los jueces y juezas son inamovibles y conservan sus empleos mientras dure su buena conducta. (...) Los demás jueces y juezas son removidos/as por un Jurado de Enjuiciamiento, integrado de acuerdo a lo que dispone el artículo 121 de la Constitución de la Ciudad.”

Por su parte, la Ley CABA N° 54 es la norma que regula el funcionamiento del Jurado de Enjuiciamiento y el sistema de remoción de los jueces, la cual es necesario adaptar conforme lo ya señalado en punto a transferencias de competencias entre jurisdicciones. Ello así, a fin de garantizar la situación de los Magistrados que en la medida en que se concreten las transferencias de competencias a la Ciudad, no se vean expuestos a condiciones más perjudiciales en este aspecto. 
2)

En punto a la remuneración de los jueces y juezas, nos encontramos frente a una diversidad de regímenes muy complejos de nivel local y de nivel nacional que definen diversos marcos normativos que atañen tanto a salarios básicos, como adicionales, suplementos, complementos, etc.

Por lo tanto, es necesario introducir una cláusula legal que garantice la intangibilidad de las remuneraciones que percibirán los magistrados una vez que transferidas las competencias a esta jurisdicción, no se vea afectado el nivel salarial que percibían previo a su traspaso.

Asimismo, es importante establecer,  la uniformidad en las remuneraciones de los magistrados del Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires,  respetando los principios constituciones mencionados, relativos a igual remuneración por igual tarea. 
En este orden de idea, el artículo 110 de la Constitución de la Ciudad establece que: “Los jueces y los integrantes del Ministerio Público (...) reciben por sus servicios una retribución que no puede ser disminuida mientras permanezcan en sus funciones. (...)”

El artículo 43 de la misma Carta Magna local “La Ciudad protege el trabajo en todas sus formas. Asegura al trabajador los derechos establecidos en la Constitución Nacional (...)”

La Constitución Nacional en el artículo 14 bis establece que “El trabajo en sus diversas formas gozará de la protección de las leyes, las que asegurarán al trabajador: condiciones dignas y equitativas de labor; (... ) retribución justa; (...) igual remuneración por igual tarea; (...)”
Por todo lo expuesto, y en la convicción de que este proyecto contribuirá al logro de los objetivos de nuestra Carta Magna, de afirmar la autonomía de la Ciudad, organizar las instituciones promoviendo una democracia fundada en la libertad, la igualdad, la justicia y los derechos humanos, se propicia la aprobación de este Proyecto de Ley.

� Texto Consolidado por Ley N° 5454 que aprobó el Digesto Jurídico de la C.A.B.A. 
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